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RESUMEN	 El artículo contiene algunas de las reflexiones de Domingo de Soto en torno 
a los deberes de los jueces. Desde sus postulados teológicos y jurídicos, 
nuestro autor aborda diferentes problemáticas procesales defendiendo la 
presunción de inocencia y la utilización de la equidad y de la prudencia en la 
práctica jurisdiccional. También se manifiesta en contra de la tortura judicial 
y del recurso a la íntima convicción para fundamentar sentencias. Al analizar 
los comentarios de este teólogo, y sus silencios, se pondrá de manifiesto la 
distorsión entre la idealidad de algunos de sus planteamientos y la realidad 
de la aplicación de la ley por los tribunales de la Castilla del siglo xvi, un pe-
riodo, jurídicamente muy complejo, caracterizado por el auge del proceso 
inquisitivo. 

	 Palabras clave: Domingo de Soto, deberes judiciales, presunción de inocen-
cia, tortura judicial, equidad.

ABSTRACT	 The article contains some of Domingo de Soto’s reflections on the duties of 
judges. From his theological and legal postulates, our author addresses diffe-
rent procedural problems defending the presumption of innocence and the 
use of equity and prudence in judicial practice. Also opposes judicial torture 
and the use of intimate conviction to substantiate sentences. The analysis of 
this theologian’s comments and his silences will reveal the distortion between 
the ideality of some of his approaches and the reality of the application of 



José María Garrán Martínez

acfs, 60 (2026), 301-323

302

law by the courts in 16th century Castile, a period which was legally very 
complex, characterized by the rise of inquisitorial processes.

	 Keywords: Domingo de Soto, duties of judges, presumption of innocence, 
judicial torture, equity.

1.	I ntroducción 

Cuando se alude a las teorías sobre el razonamiento jurídico y la fun-
ción judicial tras la implantación del Estado de Derecho, suelen mencio-
narse cuatro grandes modelos: el del silogismo lógico deductivo, defendido 
por el positivismo legalista; el auspiciado por las teorías realistas nortea-
mericanas y por la Escuela del Derecho Libre; y los dos más cercanos en el 
tiempo, el del juez discrecional de H. L. A. Hart y el de la respuesta correcta 
de Ronald Dworkin. Sobre los cuatro modelos mencionados existe, además, 
una abundante bibliografía.

No puede decirse lo mismo si nos referimos al periodo anterior al 
siglo xix, a la época de las monarquías absolutas. Si bien es cierto que se han 
elaborado destacados estudios en torno a las obligaciones del juez durante 
aquel tiempo, hay todavía muchas investigaciones pendientes de realizar.

Como es fácil de imaginar, cualquier indagación relativa a la aplicación 
e interpretación de las leyes o sobre la argumentación judicial en el Antiguo 
Régimen es una labor inconmensurable. Por esta razón, he considerado 
oportuno limitarme al análisis de la teoría iusnaturalista clásica sobre estas 
cuestiones 1, según fue entendida por la Escuela de Salamanca 2. Y, para aco-
tar aún más el tema, me he centrado en abordar algunos comentarios sobre 
los deberes de los jueces realizados por Domingo de Soto, considerado uno 
de los integrantes más destacados de la Escuela fundada por Francisco de 
Vitoria a inicios del siglo xvi 3.

1.		  Las notas características de esta corriente de pensamiento pueden verse, entre otros, Rodilla 
(2013, pp. 31 y ss.).

2.		  Como es sabido, esta Escuela, sobre la que existe una creciente bibliografía, ocupa un lugar 
destacado en la historia del pensamiento debido a los estudios realizados en su seno por 
un grupo de teólogos que expusieron sus tesis sobre múltiples controversias, fundamen-
talmente, durante los siglos xvi y xvii. De los miembros de esta Escuela de Salamanca se 
ha dicho, entre otros, por Belda Pons (1999/2, p. 379), que “tienen una noción amplia y 
abarcante de lo que sea la Teología y su objeto, lo cual les lleva a veces a estudiar muchos 
temas sociopolíticos, jurídicos, económicos, que parecen propios de la ciudad temporal; sin 
embargo, ellos los estudian desde la formalidad teológica, aplicando la luz de los principios 
revelados a las realidades humanas y terrenas”. 

3.		  En este trabajo de investigación no voy a realizar alusiones a los comentarios de Francisco 
de Vitoria sobre estas materias de índole procesal, sus ideas coinciden en muchos temas 
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El trabajo que presento contiene diferentes análisis críticos que ayu-
darán a conocer las aportaciones de Soto sobre esta materia, destacando 
tanto los silencios de nuestro teólogo dominico, como la distorsión entre la 
idealidad de algunos de sus planteamientos y la realidad de la práctica de los 
tribunales de su época, calificada por Tomás y Valiente (1971, pp. 429-485) 
con una expresión muy reveladora: “absolutismo judicial”. 

Recordamos que las doctrinas jurídicas y políticas dominantes en aquel 
momento habían conformado un orden judicial caracterizado por la falta 
de igualdad ante la ley, por la escasa o nula imparcialidad e independencia 
judicial y por la ausencia de buena parte de las garantías procesales de las 
que hoy disfrutamos 4. La concentración del poder político en las manos 
del monarca absoluto se manifestó de forma clara en el ejercicio ilimitado 
de sus facultades, en la supervisión de la composición de las altas instancias 
judiciales y en la asunción de las principales labores interpretativas y ejecu-
tivas de sus leyes. En definitiva, todo debía hacerse conforme a la voluntad 
de los omnipotentes soberanos 5. 

con las de Soto, puesto que ambos teólogos siguen a Tomás de Aquino. Esa similitud de 
conclusiones puede comprobarse si comparamos lo dicho por Soto con lo expuesto en el 
estudio de Zorroza (2009, pp. 165-178).

		  En cuanto a la relación entre Vitoria y Soto, nos dice, Brufau Prats (1989, p. 61) que “la 
figura de Domingo de Soto está íntimamente ligada a la de Francisco de Vitoria. Fue una 
de las primeras conquistas del autor de las Relecciones De Indis, durante su profesorado 
en París; más tarde habría de tenerlo como compañero de claustro en las aulas salmantinas 
y, una vez muerto, como su sucesor en la Cátedra de Prima de Teología. Juntos participa-
ron en la labor docente del Alma Mater y en los asuntos del claustro universitario, juntos 
colaboraron en la formación de sus alumnos y de sus hermanos de hábito en el convento 
salmantino de San Esteban…”. 

4.		  Sobre las actuaciones judiciales y su inevitable determinación por las características 
jurídicas, sociales y políticas del Antiguo Régimen, González Alonso (2003, pp. 230-231) 
recuerda, en relación a los jueces, que “estos precisaban libertad de movimientos, tanto para 
individualizar y conciliar las normas —ya se ha dicho que heterogéneas y de diversa proce-
dencia— que integraban el complejísimo ordenamiento de la época, cuanto para modularlas 
y adaptarlas en cada caso a la inagotable multiplicidad de situaciones que la organización 
estamental generaba. Como ni la estructura de tal ordenamiento se prestaba ni la de la 
sociedad corporativa consentía una aplicación tasada, uniforme y mecánica de aquél, tam-
poco se planteó la oportunidad de arrebatar al juzgador la discrecionalidad que necesitaba. 
De hecho, los jueces del Antiguo Régimen gozaron de amplio grado de arbitrio”. En la 
misma línea, Polo Martín (2024:189) concluye que la impartición de justicia durante los 
dos siglos de reinados de los Austrias en nuestras tierras se caracterizó, entre otros rasgos, 
por “el elevado grado de tecnificación, complejidad y lentitud del procedimiento judicial 
y la desfavorable situación del presunto delincuente sometido a proceso criminal”.

5.		  La reforma de la estructura judicial impulsada por los Reyes Católicos desde finales del 
siglo xv continuó con la creación de más Audiencias a lo largo del siglo xvi. Igualmente, 
cobró mucha más relevancia el Consejo de Castilla, cuyas competencias judiciales han sido 
profundamente analizadas por De Dios (1982).



José María Garrán Martínez

acfs, 60 (2026), 301-323

304

2.	I deas previas

Antes de iniciar mi exposición, debo hacer aún cuatro puntualiza-
ciones.

En primer lugar, es conveniente tener presente que la perspectiva desde 
la que Soto aborda los deberes judiciales es, esencialmente, teológica moral 6. 
Las conclusiones a las que llega en sus reflexiones proceden, esencialmente, 
de los textos bíblicos y de los tratados de los más destacados pensadores 
cristianos, aunque también existen alusiones a la filosofía de Aristóteles. 
A través del estudio de estos escritos, Soto prescribe cómo debería ser la 
aplicación de la virtud de la Justicia por los tribunales, y cómo deberían 
resolverse determinados problemas procesales. Lo que no encontraremos en 
las cuestiones y en los artículos de nuestro autor serán referencias directas 
a las normas procesales vigentes en su tiempo, como las contenidas en Las 
Partidas o en las Leyes de Toro, por poner un ejemplo 7.

En segundo lugar, desde un punto de vista puramente cuantitativo, es 
evidente que las aportaciones realizadas por Soto sobre el orden procesal 
castellano no son más que un pequeño apéndice de los extensos escritos 
de nuestro teólogo. La escasa atención a la práctica jurídica constituye una 
característica compartida por los principales integrantes de esta Escuela. No 
estamos hablando, pues, ni de expertos en la aplicación de las leyes ni en 
la defensa de los intereses de los particulares ante los tribunales 8. Por todo 

6.		  Ramis Barceló (2024:154) recuerda que en este periodo “los teólogos del siglo xvi, de Vitoria 
en adelante, quisieron descender ellos mismos hasta el más mínimo detalle, de modo que, 
a partir del control moral del derecho, pudieran tocar prácticamente, cualquier cuestión 
jurídica. En este sentido, los tratados De iustitia et iure, De legibus y De contractibus eran 
intromisiones de los teólogos en materias antes abordadas por los legistas y los canonistas”.

7.		  Tomás y Valiente (1979, p. 323) comenta, refiriéndose, entre otros, a Soto, que “tales 
teólogos-juristas conocían también (aunque no todos ellos en un mismo grado de profun-
didad) el Derecho romano-canónico y la doctrina de los doctores del “mos italicus” a la 
que acuden con frecuencia”. También recuerda que el único objeto de estudio en las Uni-
versidades medievales era “el Derecho romano-canónico”, quedando al margen la enseñanza 
de los “Derechos “nacionales” de cada país (el de Castilla, o el de Aragón o el de Francia) 
… hasta bien entrada la Edad Moderna” (1979, p. 199). Sin embargo, en la Universidad 
de Salamanca, tal y como ha apuntado Alonso Romero (2004, p. 45) “hubo un destacado 
interés por la práctica y una muy evidente presencia del derecho castellano en las aulas 
universitarias”, afirmación fundamenta en la existencia de varios documentos al respecto 
referidos a los siglos xvi y siguientes. 

8.		  Evidentemente, los comentarios de Soto en esta materia no constituyen ningún estudio 
doctrinal ni científico de Derecho procesal. En este sentido, como expone Nieva Fenoll 
(2014, p. 14) “salvando la obra de Gayo…, los primeros trabajos sobre esta materia son 
los de los glosadores y comentaristas”. Posteriormente, desde el siglo xvi “se comienza a 
observar un avance científico considerable” que se concreta en la publicación de “manuales 
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ello, tampoco nos debe extrañar que muchas problemáticas procesales de 
su tiempo quedaran al margen de sus preocupaciones 9.

 En tercer lugar, la filosofía y la teología de Tomás de Aquino consti-
tuye el hilo conductor de las valoraciones realizadas por Soto, quien apenas 
se aparta de las conclusiones establecidas siglos atrás por su maestro. Un 
buen ejemplo del respeto al argumento de autoridad lo constituye el hecho 
de que nuestro teólogo utilice en el libro IV, cuestión cuarta de su tratado 
De Iustitia et Iure, los mismos títulos en sus artículos que los empleados 
por el Aquinate al estructurar la cuestión 60 de la Secunda Secundae de la 
Suma Teológica.

Y, finalmente, debo señalar que en este breve trabajo de investigación 
no abordaré cuestiones substanciales del Derecho positivo vigente en la 
época de Soto, aunque algunas de esas materias sí fueron tratadas por él. 
Me refiero a temas tan complejos y polémicos como el crimen de herejía o 
la pena de muerte, cuestiones sobre las que también existe una abundante 
bibliografía 10. Mi labor se centrará en abordar solo algunos de sus apuntes 
en torno al comportamiento debido de los jueces en el desempeño de su 
función jurisdiccional.

3.	E l concepto de juicio justo

Cuando Soto estudia la problemática en torno a la aplicación judicial 
del Derecho en su obra De Iustitia et Iure se refiere a la Justicia como virtud 
particular, definiéndola como la práctica de dar a cada uno lo que es suyo. 
Siguiendo a Tomás de Aquino, nos recuerda la relación existente entre los 
términos juicio, juzgar y juez (Domingo de Soto, 1968, p. 213) 11. El juicio, 

de práctica forense con pinceladas teóricas indiscutibles”. Uno de esos escritos fue la obra 
de Juan de Hevia Bolaños Curia Philípica publicada en 1603, “que en muchos apartados 
recuerda a un manual actual”.

  9.	 Por ejemplo, Soto no alude a las pruebas legales. Sobre las mismas, puede verse Ferrajoli 
(1997, pp. 134 y ss.)

10.	 Especialmente interesante es el análisis sobre estas cuestiones realizado por Sánchez-Lauro, 
en particular, el estudio relativo al procedimiento practicado por los tribunales de la 
Inquisición y sus similitudes y diferencias con el proceso penal general (2017, pp. 226-266). 
También son muy ilustrativas sus referencias a las penas aplicadas contra los herejes (2017, 
pp. 267-297). El libro contiene, además, una edición crítica con la versión castellana de la 
relección De Haeresis de Domingo de Soto.

11.	 Este extenso tratado vio la luz por primera vez en Salamanca en el año 1553. La segunda 
edición, corregida y definitiva, es de 1556, y las otras que le siguieron no son más que 
simples reediciones de la misma. Citaré por la edición de Salamanca de 1556 salida de 
la imprenta de Andrés de Portonariis, reproducida en facsímil y editada por el Instituto 
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para él, es el acto principal a través del cual se realiza la virtud particular 
de la Justicia, juzgar consiste en decir el Derecho y los jueces son quienes 
lo determinan (Domingo de Soto, 1968, p. 225), puesto que deben ser, 
siguiendo la expresión de Aristóteles (1970, p. 76), “una encarnación de la 
justicia”. 

Lo primero que pretende aclarar Soto sobre esta cuestión es si existe 
alguna justificación teológica del acto de juzgar. Señala que, según lo esta-
blecido en varios pasajes evangélicos, el más conocido es el que prescribe 
“no juzguéis y no seréis juzgados”, 12 se podrían generar algunas dudas sobre 
la moralidad de la función judicial 13. En realidad, esta supuesta polémica 
es utilizada por él para establecer las tres condiciones que estima necesarias 
y que definen el juicio justo: que proceda de una autoridad legítima, que 
el juez actúe conforme al sentimiento de justicia y que use debidamente la 
virtud de la prudencia.

3.1.  Autoridad legítima

Para Soto, el juicio justo solo puede proceder de una autoridad legítima 
que tenga reconocida la potestad de coaccionar a otros; si no fuera así, tal 
juicio debería ser calificado de usurpado. Para fundamentar el origen de 
la legitimidad de los poderes públicos acude a la Carta de san Pablo a los 
Romanos 13, 1-4, de la que destaca dos ideas. Primera, puesto que Dios es el 
señor de todos los hombres, solo serían jueces legítimos aquellos que hubie-
ran recibido tal autoridad del mismo Dios, conforme a la frase non est 
potestas nisi a Deo. Y segunda, quienes se resistieran a los mandatos de las 
autoridades estarían desobedeciendo lo prescrito por la voluntad divina. En 
definitiva, según Soto (1968, p. 227), el juez legítimo es un delegado terrenal 
de Dios y su función esencial es actuar como “vengador para castigo del 
que obra mal”. De esta forma tan contundente, nuestro autor proclama el 
carácter eminentemente retributivo de la labor judicial, una característica 

de Estudios Políticos, en Madrid, en cinco tomos: el primero en 1967 y el resto en 1968. 
Incluye una “Introducción histórica y teológico-jurídica” realizada por Venancio Diego 
Carro y la traducción fue realizada por Marcelino González Ordóñez.

12.	 Evangelio de san Mateo, 7, 1.
13.	 Soto interpreta, siguiendo en este caso a Agustín de Hipona, que este pasaje evangélico se 

refiere a la prohibición de los juicios basados solo en conjeturas, en sospechas infundadas. 
Los llamados juicios temerarios.
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inequívoca de las actuaciones practicadas por los tribunales conforme al 
modelo procesal inquisitivo 14.

3.2.  Sentimiento de justicia

La segunda condición para calificar de justo a un juicio es que el juez 
tenga el objetivo de dar a cada uno lo que le pertenece. Esto es lo que se 
presupone. Pero, si el juez niega a una de las partes lo que es suyo, prosigue 
Soto, estaría actuando en contra de la sustancia de la Justicia y, entonces, ese 
juicio sería calificado de injusto (Domingo de Soto, 1968, p. 227). 

3.3.  Guiado por la prudencia

La última condición es que el juez actúe de forma prudente, lo cual 
consiste, entre otras cosas, en saber distinguir lo suficientemente probado 
de lo infundado y siempre, esto es muy importante, actuar conforme a lo 
establecido en las leyes. El juicio que se aparte de estas máximas exigidas 
por la prudencia es denominado por Soto (1968, p. 227) juicio temerario 
(Domingo de Soto, 1968, p. 227). Esta idea procede de Tomás de Aquino 
(1990, p. 493), quien había definido así el juicio que acontece “cuando falta 
la certeza racional, como cuando alguien juzga de las cosas que son dudosas 
u ocultas por algunas ligeras conjeturas”. 

Ahora bien, la exposición de Soto sobre el juicio justo y sus requisitos 
está plagada de llamativos mutismos. Tal vez Soto no quisiera mostrarse 
demasiado beligerante hacia la acción de los jueces, o puede que estuviese 
de acuerdo con algunas de sus actitudes. También es probable que, al no ser 
un especialista en la práctica forense, no se sintiera seguro de algunas de sus 
valoraciones o que le preocuparan más otros temas, esto nunca lo sabremos. 

Lo que sí conocemos es que el modelo procesal inquisitivo que se 
estaba expandiendo en su época, lejos de propiciar los juicios justos de lo 
que nos hablaba nuestro autor, favorecían, las más de las veces, la injusticia 
del resultado. Y ello, entre otras muchas razones, porque la verdad procesal 
que se alcanzaba a través de este proceso era concebida, según nos indica 
Ferrajoli (1997, p. 610), “como absoluta o sustancial y, en consecuencia, 

14.	 Alonso Romero (1979, p. 17) afirma que este fue el modelo que la Iglesia “instauró en su 
jurisdicción con carácter de generalidad” y que “la influencia de la regulación procesal de 
las Decretales de Gregorio IX es innegable” en Las Partidas y en otras legislaciones castella-
nas medievales. 
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única, no puede ser de parte y no admite, por tanto, la legitimidad de 
puntos de vista contrastantes cuyo conflicto deba ser arbitrado por un juez 
imparcial” 15.

Lo que nos presenta Soto en las páginas antes referidas son los requisi-
tos que, de forma ideal, deberían cumplirse en los juicios, una exposición de 
deseos muy alejados, por no decir antagónicos, de las particularidades que 
realmente acompañaban al proceso judicial de este periodo. Veamos ahora 
algunas propuestas más concretas defendidas por el teólogo dominico.

4.	E l comportamiento judicial 

No puedo referirme a todas las reflexiones realizadas por Soto en torno 
a cómo deberían ser las actuaciones judiciales. He escogido algunas de las 
problemáticas tratadas por él, siendo consciente de que cada una de ellas 
exigiría un estudio mucho más detallado.

4.1.  La presunción de inocencia y la condena de la tortura judicial

 Soto ofrece varios comentarios que inciden en el deber de probar 
fehacientemente los hechos que se juzgan, porque, según afirma, ninguna 
resolución judicial puede estar fundamentada en meras especulaciones, 
dudas o sospechas. Expresa esta idea con las siguientes palabras (Domingo 
de Soto, 1968, pp. 230 y 232), “todos tenemos naturalmente derecho a gozar 
de buena fama ante las demás personas, mientras no existan testimonios 

15.	 El periodo en el que Soto escribe sus comentarios estuvo dominado por el modelo procesal 
inquisitivo. Sobre el mismo, y tras repasar la vigencia de los procesos acusatorio e inqui-
sitivo a lo largo de la historia, Ferrajoli señala (1997, pp. 562 y 566 y ss.) las principales 
peculiaridades del inquisitivo, destacando, entre otras, “la desigualdad de poder entre la 
acusación y la defensa, el carácter escrito y secreto de la instrucción, el complejo código 
de pruebas legales, la práctica de torturas…”. En la misma línea doctrinal, ya antes que 
Ferrajoli, Tomás y Valiente había estudiado con profundidad el Derecho procesal de esta 
época (1992, p. 199) y comentado los principales rasgos del mismo: “1. Falta de imparcia-
lidad del juez…2…no hay presunción efectiva de inocencia a favor del reo…3. Inferioridad 
procesal del reo…4. Reducción de las garantías procesales probatorias de la culpabilidad…
que comportaba el riesgo de injustas condenas a inocentes…5. Excesivo margen de arbitrio 
judicial, que redundaba en indeterminación de las penas…en la falta de justificación de 
la parte dispositiva de las sentencias, exenta siempre de referencias al Derecho vigente…
incontrolada libertad de interpretación y de aplicación (o de no aplicación) del Derecho 
real…6. Confusa estructuración de las instituciones de administración de justicia penal…
que obstaculizaban la rápida, convincente y desapasionada punición de los delincuentes”. 
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ciertos de nuestros delitos”, y, por tanto, si no existe prueba consistente en 
contrario, el juez no puede de ningún modo sentenciar (Domindo de Soto, 
1968, p. 235). Y añade que, en caso de duda, los jueces están obligados a 
fallar de forma prudente. Siguiendo a Tomás de Aquino, Soto defiende que, 
en esos supuestos debe seguirse la máxima que establece “más vale equivo-
carse más veces juzgando bien del hombre malo, que equivocarse las menos 
juzgando mal del hombre bueno”. 

Estas conclusiones rezuman, de nuevo, idealidad. Soto proclama lo 
que debería ser, pero la dura realidad de las prácticas procesales lo que 
perseguían era confirmar la presunción inicial de culpabilidad de los reos, 
una presunción convertida, según recuerda Alonso Romero (1979, p. 32), 
en uno de los pilares del proceso penal inquisitivo, en el que, además, el 
juez desempeñaba su función jurisdiccional de forma autoritaria 16. Si había 
alguna presunción era la de culpabilidad del reo. Tanto los jueces ordinarios 
como los tribunales de la Inquisición tenían el objetivo de reafirmar esa 
presunción y para ello acudían a todos los medios que estimaran necesarios, 
incluida la aplicación de la tortura judicial 17.

En relación con la práctica del tormento, y utilizando palabras muy 
medidas referidas al juez y a la relación que debía mantener con el reo y 
con los testigos, Soto (1968, p. 457) afirma su rechazo al uso de la violencia 
en el proceso judicial. Asevera que el juez “…peca mucho más gravemente 
cuando por la fuerza descubre los secretos que si fuera una persona parti-
cular”. Y le recuerda que es una autoridad cuya finalidad esencial es la de 
ser un “defensor y custodio de la justicia” y que, por tanto, “al arrancar 
violentamente la manifestación del crimen, no puede condenar al reo en 
virtud de tal confesión, porque la violencia no engendra derecho alguno”. 

La crítica de Soto es muy importante. Él deshecha la tortura como 
medio de prueba por las razones antes alegadas y, además, expone su pare-

16.	 Sobre la labor del juez, afirma Alonso Romero (1979, p. 32) que “ejercita su dominio 
sobre el proceso en un sentido claramente parcial enfrentado al reo cuya condena le va a 
proporcionar en tantos casos una recompensa económica y un mérito en su carreara…su 
actividad apenas aparece limitada”. 

17.	 En relación con la aplicación del tormento, me remito al estudio documentado por Tomás 
y Valiente (2000:18) sobre un proceso de hurto, en el que recuerda la existencia de reglas 
inciertas sobre cómo se debe actuar en estas actuaciones. Son reglas, expone, “dictadas más 
por la difusa doctrina y por el arbitrio judicial que por leyes escritas y claras…”, reglas que, 
si son respetadas, tendrán la sorprendente consecuencia de que “cualquier desgracia que 
pueda sobrevenir…al sujeto pasivo, no le será imputada por el juez”. Se incluyen el auto y 
las actas de tormento (Archivo Histórico Nacional, Consejos, leg. 5576).
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cer en un contexto adverso en el que el tormento era una práctica muy 
extendida en todos los tribunales 18.

4.2.  La ley aplicable a la resolución de conflictos jurídicos

Soto aborda también algunos problemas relativos a la aplicación de 
las leyes y, a la vez, aporta algunas pautas orientadas a facilitar la labor 
jurisdiccional y la actuación correcta de los jueces. 

4.2.1.  Las leyes y su validez

Siguiendo lo establecido en su día por Aristóteles (1970, p. 81), Soto 
recuerda la diferencia entre lo justo natural y lo justo legal. Entiende 
que lo justo puede concretarse de dos maneras: bien, porque algo es 
conforme a la naturaleza, o bien, porque es conforme a lo acordado por 
los seres humanos. La relación existente entonces entre la ley natural y 
la ley humana tiene tres consecuencias, según él. La primera, es que, si la 
ley escrita a la que acude el juez contiene lo que es justo conforme a la 
naturaleza, se debe juzgar siguiendo lo que esta prescriba, porque es una 
ley cuyo conocimiento grabó Dios en nuestra conciencia y, por tanto, no 
podemos dudar de su rectitud. La segunda es que, si la ley escrita contiene 
lo que los hombres “juzgaron conveniente establecer teniendo en cuenta 
las condiciones de los tiempos y de los países” también debe acatarse. Y, 
por último, la tercera consecuencia referida por Soto (1968, pp. 237-238) 
se enmarca también en la idea de la jerarquía normativa defendida por la 
tesis iusnaturalista, conforme a la cual, si la ley humana tiene un conte-
nido opuesto a lo prescrito por ley natural, aquella no es válida y no es 
aplicable por los jueces, porque no se trata de una auténtica ley, sino una 
degeneración de la misma. 

Asentadas estas ideas esenciales, procede a estudiar otras problemáticas.

18.	 Puede ampliarse el tema en Sánchez-Lauro (2017, p. 26) quien afirma que “no deja de lla-
mar la atención el hecho de que Domingo de Soto no le dé validez como recurso procesal”, 
posicionándose así en contra del criterio doctrinal mayoritario.
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4.2.2. � La imposibilidad de regular cada caso particular, la interpretación 
de la ley conforme a la voluntad del legislador, las lagunas y el 
recurso a la equidad.

Soto no dedica muchas páginas a tratar estas dificultades procesales, 
solo nos ofrece unas respuestas demasiado breves que no abordan la com-
plejidad de tales cuestiones de la forma requerida. 

Parece plausible la idea de que cada materia que exige una valoración 
jurídica tenga su regulación precisa, pero la ley, como norma general y 
abstracta que es, no puede abarcarlo todo. Ya Aristóteles se había referido 
a algunos casos en los que los legisladores no habían previsto ninguna 
respuesta jurídica a determinados supuestos, bien porque un asunto había 
pasado desapercibido, bien porque resultaba imposible tipificarlo, o bien 
por causa de su infinitud. En estos casos, Aristóteles defiende (1971, p. 72) 
“mirar no a la ley, sino al legislador, y no al hecho, sino a la intención, y no 
a la parte, sino al todo, ni cómo es el acusado en el momento, sino cómo 
era siempre, o la mayoría de las veces”. En el mismo sentido, señala que 
(1970, p. 87), ante tales vacíos de regulación, el juez debe salvarlos conforme 
a lo que él supone “que el legislador mismo habría dicho si hubiera estado 
allí y habría hecho constar en la ley si hubiera sabido”. 19

Tomás de Aquino (1994, p. 293) había tratado esta misma cuestión 
utilizando un ejemplo bastante convincente. Se refiere a la ley que establece 
la obligación de devolver lo depositado a su propietario. Si el juez aplica 
literalmente lo establecido por el legislador, prosigue, se provocarían conse-
cuencias indeseadas si, por ejemplo, quien exige la devolución de un arma 
es un sujeto que no está en su sano juicio. En estos casos se entiende que la 
actuación debida del juez ha de guiarse, no por lo que literalmente dice la 
ley, sino por “seguir lo que pide la justicia y el bien común… esto es lo que 
ordena la epiqueya, que entre nosotros se llama equidad”.

No actuaría de forma justa el juez si, en el caso relatado del demente, si 
obligara a devolver la espada alegando que eso es lo prescrito por la ley sin 

19.	 Sobre la equidad y la argumentación, Atienza señala (2013, p. 588) varias ideas presentes 
en la filosofía de Aristóteles, entre las que destaca que “la norma no es sólo un acto de 
voluntad, sino también de razón, lo que cuenta no son solo las palabras de la ley, sino tam-
bién los propósitos que las mismas persiguen; la equidad es, por ello, el principal antídoto 
contra el formalismo”. Además de referirse a las razones subyacentes a las normas, alude 
a la derrotabilidad de las mismas “como consecuencia de introducir excepciones” y de la 
necesidad de la ponderación, pues “el juicio equitativo viene a ser una consecuencia de 
ponderar el valor de la justicia legal (la seguridad, la certeza) con la justicia material (dadas 
las peculiaridades del caso concreto que se trata de juzgar)…”.
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valorar las circunstancias particulares del supuesto 20. En realidad, en este 
ejemplo se está exponiendo una situación de laguna, de vacío de regulación, 
porque la ley no ha contemplado si es obligatorio devolver lo depositado 
a su propietario cuando existen razones para pensar que puede hacer un 
uso ilegal de lo devuelto. La laguna se podría colmar a través del recurso a 
la equidad 21.

Otro texto interesante comentado por Tomás de Aquino (1994, p. 293), 
relativo también a la utilización de la equidad, es un pasaje del Codex en 
el que el emperador dice en torno a estas cuestiones que “es un derecho y 
un deber que nos reservamos de interpretar los puntos en litigio entre la 
equidad y el derecho”. Se establece así de forma concluyente que esta es una 
de sus competencias y que, por tanto, el juez no puede interpretar la ley ni 
aplicar la equidad; solo el emperador puede arrogarse esa facultad. ¿Y si hay 
casos excepcionales?

Para responder a esta cuestión, Tomás de Aquino (1994) se remite, 
inicialmente, a un texto de Agustín de Hipona en el que, refiriéndose a 
las leyes temporales, establece que “una vez que han sido sancionadas y 
ratificadas, no está permitido al juez someterlas a discusión, sino ajustarse 
a ellas”. Se podría deducir entonces que este influyente teólogo defiende la 
interpretación literal de las leyes, a la vez que prohíbe la utilización de la 
equidad a los jueces. Sin embargo, Tomás de Aquino matiza lo expuesto por 
Agustín de Hipona y defiende la actuación de los jueces cuando no aplican 
literalmente la ley al caso especial. Según él, en estos supuestos, los jueces 
no están juzgando la ley en su conjunto, no están utilizando las facultades 
interpretativas generales del príncipe, sino que consideran que están ante 
una excepción a la regla. Recordemos lo dicho antes en relación con el 
demente que quiere recuperar su arma. El Aquinate añade una distinción 
muy interesante entre lo dudoso y lo evidente. En los casos dudosos sobre 
qué quiso decir el legislador, entiende que “no es lícito apartarse de la letra 

20.	 Según Cruz Cruz (2008, p. 179), la epiqueya o “reconducción práctica de las leyes a la ley 
natural…está dispuesta a corresponder lo más perfectamente posible a la realidad concreta, 
cuando excepcionalmente el caso singular escapa a la letra de la ley, manteniendo una acti-
tud justa ante la autoridad. Guiada por el discernimiento…no es una mera interpretación 
de la ley sino una virtud…la cual no permite zafarse de las exigencias de la ley”.

21.	 En relación con las funciones de la equidad y su desarrollo histórico, Pérez Luño nos ofrece 
un interesante estudio (2011, p. 173 y ss.). Ramos Pascua (2018, p. 240) analiza también la 
equidad y, tras referirse a su regulación en el artículo 3.2.º del Código civil español, afirma 
que “hoy tiende a aceptarse que, más que una verdadera fuente del Derecho, es un método 
para la aplicación de las normas vigentes a ciertos casos que podríamos llamar “difíciles” 
porque no terminan de encajar exactamente en el supuesto de hecho de las normas que los 
regulan”.
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de la ley sin la determinación del príncipe”, pero en los evidentes, como el 
caso de la devolución de un arma, no es necesario interpretar nada. Ante la 
evidencia de lo ilógico o absurdo que sería devolver el arma al demente, el 
juez actuará correctamente si, aplicando la equidad, teniendo en cuenta las 
circunstancias del caso, resuelve no devolver lo depositado. El problema no 
resuelto por nuestros autores es definir cómo y quién establece cuándo un 
caso es dudoso o evidente.

La doctrina de Soto (1967, pp. 71 y 72) sobre estas mismas situaciones 
se plasma en tres afirmaciones conectadas entre sí. En la primera, muy 
general, nos señala que la ley que se aparta del bien común no tiene fuerza 
de obligar, nullam habet obligandi vim. No voy a detenerme en comentar 
esta primera aseveración, pues hacerlo nos obligaría a escribir muchas 
páginas relativas al concepto de bien común y a preguntarnos qué leyes lo 
promueven en una sociedad estamental, desigualitaria y sometida al poder 
absoluto del monarca. En segundo lugar, Soto asevera que la ley es una 
norma general que habitualmente nos sirve para resolver casos concretos. 
No obstante, puede que se produzca una circunstancia no prevista por el 
legislador que haga que la aplicación de la ley sea contraria al bien común, 
entonces, en ese caso no es obligatorio cumplirla. El ejemplo que Soto 
repite es otro utilizado por Tomás de Aquino al referirse a la existencia de 
una ley que prohíbe abrir las puertas de la ciudad en caso de asedio. La 
finalidad de la ley es salvaguardar el bien común y la excepción, lo que no 
está regulado, se produce cuando se plantea la duda de si deben abrirse las 
puertas para que entren en ella ciudadanos que son expertos en defensa y 
que están siendo perseguidos por los atacantes. Según Soto, si el legislador 
hubiera previsto este caso, él mismo lo habría exceptuado, de modo que en 
esas circunstancias no sería obligatorio cumplir la ley. En tercer y último 
lugar, Soto recuerda que el uso de la epiqueya solo corresponde al príncipe, 
solo él podría establecer en qué circunstancias no debe cumplirse la ley 
por él establecida. Pero, nuestro autor admite que, mientras se pregunta 
al príncipe cómo debe interpretarse la ley, se podría actuar en contra de 
la literalidad de la misma para evitar daños particulares o perjuicios muy 
graves que afectasen a toda la comunidad política. 

Similar planteamiento ya lo había desarrollado Tomás de Aquino 
(1989, pp. 753 y 754) alegando que la aparición de un peligro inmediato es 
causa justificada del incumplimiento de la ley, porque “la necesidad misma 
lleva aneja la dispensa, pues la necesidad no se sujeta a la ley”.

Como vemos, más allá de algunas diferencias puntuales, Soto (1967, 
p. 73) coincide con el Aquinate en varias de las ideas mencionadas. Los 
dos afirman que quienes, en caso de necesidad, no cumplen lo establecido 
conforme a la literalidad de las leyes no están enjuiciando la ley, sino solo 
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su posible incumplimiento en un caso particular y excepcional. Y, ambos 
concluyen también que es imposible regular todos los supuestos, aunque 
defienden que los legisladores tienen amplios conocimientos de la realidad 
social. Este es, en definitiva, el fundamento de la utilización de la equidad 22. 

Una vez expuestas estas ideas, no podemos olvidar que, si contextua-
lizamos las actuaciones judiciales en el periodo histórico en el que vivió 
nuestro autor, resulta difícil imaginar que algún tribunal o juez se atreviera 
a adoptar una resolución que pudiera ir en contra de la voluntad del 
soberano a través del uso de la equidad. Las consecuencias de hacerlo son 
fácilmente imaginables y, por tanto, habría que concluir que el recurso a la 
equidad estuvo muy condicionado o limitado 23.

4.2.3. � La búsqueda y demostración de la verdad judicial. La íntima 
convicción. Problemas en torno a la prueba testifical

 La tarea esencial de los jueces es resolver los conflictos sociales que se 
les plantean conforme a lo establecido en las leyes, basando su decisión en 
los hechos probados durante el proceso que, tras ser analizados y valorados, 
conforman lo que llamamos la verdad judicial contenida y explicitada en 
la sentencia. El problema que Soto plantea, y que ya había sido tratado 
por Tomás de Aquino, es cómo debe actuar el juez cuando advierte que 
no existe coincidencia entre lo que podemos denominar la verdad real y 
la verdad judicial. Se trata de casos excepcionales en los que el juez conoce 
lo que ocurrió y, sin embargo, esa verdad, esos hechos, no han podido ser 
probados en el trascurso del juicio, porque, por ejemplo, una de las partes 
procesales ha utilizado de forma efectiva testigos falsos que han declarado 
en contra de un inculpado que es inocente.

Antes de ofrecer su opinión, Soto (1968, p. 436) diferencia dos fases 
esenciales en cualquier juicio. La primera, en la que se debe demostrar si se 
realizó la acción que se juzga, y la segunda, en la que es necesario exponer 

22.	 Para Ferrajoli (1997, p. 156) “la ley, en efecto, no prevé ni podría prever todas las infinitas 
connotaciones particulares de los hechos por ella denotados…la individualización de las 
características particulares del hecho y las consiguientes valoraciones configuran la llamada 
equidad del juicio, en la que se expresa un poder que llamaré poder de connotación”.

23.	 En este sentido, Díez-Picazo (1993, pp. 252 y 253) ha señalado que “la búsqueda de la 
voluntad real que guio la creación de la ley no cabe duda de que contribuye a una mejor 
realización de los designios de quien la dictó. Políticamente, tal punto de vista cuadra muy 
bien con los postulados de un Estado absoluto o totalitario. El intérprete, como servidor 
de un príncipe o de un jefe, debe tratar de averiguar qué es lo que este ha querido y com-
placerle”.
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lo que dice el Derecho al respecto. Añade que la autoridad del juez procede 
de su función pública y que ha de informarse de lo que debe juzgar, pero 
no puede hacerlo “por el juicio propio, sino por el común y público…por 
el camino de las pruebas”. En definitiva, defiende que su resolución debe 
estar fundamentada en lo probado en el juicio y no en su propio parecer 
o en el conocimiento de los hechos. Con esta importante matización, está 
negando que el juez pueda decidir los casos que se le presenten basándose 
en su particular conocimiento de los hechos o en su íntima convicción 
sobre lo que es justo, dando a entender que el convencimiento no puede 
estar determinado por criterios subjetivos, prejuicios o sentimientos, por-
que la libre convicción puede conducir fácilmente a la arbitrariedad 24. Lo 
que debe hacer el juez, nos dice Soto siguiendo lo expuesto por Tomás de 
Aquino, es fallar siempre conforme a lo que resulte probado en el juicio 
respetando el contenido de las leyes, y añade que tampoco le corresponde 
al juez valorar si la ley es buena o mala, solo debe definir lo que la ley con-
tiene, porque nadie es juez de la ley.

Establecida la idea general de que solo puede aceptarse como verdad 
lo que se ha podido demostrar en el juicio, no obstante, y para evitar una 
injusticia, Soto (1968) insiste en que, si el juez conoce la falsedad de lo 
probado, tiene la obligación de utilizar su sabiduría y su experiencia para 
practicar las pruebas necesarias que demuestren la verdad, desenmascarando 
las falsedades vertidas y evitando así la condena del inocente. Recomienda 
al juez que vuelva a interrogar a los testigos, que analice sus posibles 
contradicciones y que revise todos los documentos presentados. Además, 
declara tener una confianza, casi absoluta, en las habilidades de los jueces 
para descubrir las falsedades gracias al uso que hacen de la razón natural 
“que suele acudir en apoyo de la inocencia”. Destaco que Soto dice: “suele 
acudir”, lo que hace pensar que, según él, la utilización de la razón natural 
no siempre conduce al conocimiento preciso y certero de la verdad objetiva. 
Aun así, concluye que rara vez un juez se ve obligado a condenar a muerte 
a un inocente. 

Pero ¿cómo debe actuar el juez en estos casos tan complejos? Soto 
expone tres opiniones al respecto partiendo de la defendida por el Aquinate. 
La primera es la de quienes concluyen que el juez nunca puede condenar al 

24.	 Ya he indicado que Soto no profundiza en muchos de los problemas procesales clásicos. 
No obstante, son interesantes sus ideas sobre la limitación de la libertad absoluta del juez 
a la hora de valorar las pruebas o de decidir su sentencia. Sobre la libre convicción y los 
controles racionales y procedimentales relativos al uso correcto de la discrecionalidad judi-
cial. Puede verse el estudio de la situación actual de estas polémicas en el clásico estudio 
de Taruffo (2002, pp. 397 y ss.).
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inocente, ya sea en causa civil o penal. La segunda opinión es la de quienes 
consideran que en causa penal el juez no puede condenar, pero sí en cau-
sas civiles. Y, la tercera y última, es la que se corresponde con lo expuesto 
por Tomás de Aquino (1990, p. 553), según el cual, el juez debe emitir su 
sentencia según lo probado durante el transcurso del juicio, aunque no se 
corresponda con la verdad, y debe actuar así tanto en asuntos penales como 
civiles. Para fundamentar su criterio nos remite al texto en el que “Ambro-
sio…dice: El buen juez nada hace a su arbitrio, sino que falla según el dere-
cho y las leyes. Esto es juzgar según lo que se alega y se prueba en juicio”.

En la misma línea doctrinal Soto (1968, p. 437) aprueba que “antes ha 
de ser condenado un inocente con la pena capital que renunciar a lo pro-
bado en el juicio público”. No obstante, Tomás de Aquino (1990, p. 535) 
matiza algo su conclusión al proponer que el juez debe demostrar siempre 
la falsedad de los testigos, pero si no pudiera hacerlo, entonces tendría que 
elevar la causa a una instancia superior. Y, si esto tampoco fuera factible, 
afirma que el juez no es en realidad el responsable de las dramáticas con-
secuencias, pues él “no es el que mata al inocente, sino aquellos que atesti-
guan que es culpable” sabiendo que no lo es. 

En el fondo de los argumentos utilizados por ambos teólogos se 
encuentra la defensa de lo que hoy denominamos principio de legalidad 
y seguridad jurídica. Soto (1968, p. 438) lo expresa recordando que los tri-
bunales fueron establecidos para garantizar el cumplimiento de las leyes, 
generando en la sociedad el convencimiento de que existe un orden jurídico 
estable destinado a preservar la convivencia pacífica. En el caso referido por 
Soto, habría que concluir que, si el juez no puede demostrar que es falso lo 
afirmado por los testigos utilizando las leyes procesales, no puede incum-
plirlas. Si lo hiciera, si actuara al margen de la ley y sentenciara en contra 
de ella alegando que él conoce la verdad no probada, estaría infringiendo la 
legalidad, la seguridad jurídica y la confianza general en el funcionamiento 
del orden jurídico. La influencia de lo defendido en estas conclusiones por 
Soto, siguiendo la exposición realizada por el Aquinate, tuvo una inmediata 
e importante repercusión doctrinal. 25

25.	 Así lo destaca Alonso Romero (2019, pp. 79 y 80) indicando que “lo dicho por Santo 
Tomás sentó doctrina en este punto no solo entre los teólogos…sino también entre los 
juristas. De los castellanos, donde sus tesis encontraron muy buena acogida, su recepción 
en Diego de Covarrubias convirtió a este autor en referente de los demás…a las páginas 
de Covarrubias se remitía después Juan de Matienzo…lo seguía asimismo Alfonso de 
Azevedo…” y, según añade la autora, Luis de Miranda expone otra razón en favor de la 
doctrina de Tomás de Aquino cuando dice que sería “gravísimo perjuicio e inconveniente 
para la república que se seguiría de aceptar que el juez juzgase según su libre convicción, 
entre otras cosas por el escándalo que se produciría la absolución de un probado culpable 
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 Para finalizar esta compleja cuestión, Soto refuta dos opiniones: la de 
quienes abogan por remitir este tipo de conflictos a un tribunal superior, 
y la de quienes aconsejan que el juez renuncie a su cargo antes que cometer 
una injusticia condenando a un inocente.

 La primera, la de acudir a un tribunal superior ya fue defendida por 
Tomás de Aquino y está contemplada por el ordenamiento jurídico. Soto 
aconseja adoptar esta solución cuando una “persona insigne” se encuentre 
en la situación de ser falsamente acusada. Lo que no explica nuestro autor 
es por qué admite esta posibilidad discriminando entre los inocentes insig-
nes y no insignes. No obstante, entiende que la remisión no es un buen 
remedio, porque el juez superior no conoce de forma clara y directa, a 
diferencia del juez inferior, que el acusado no es responsable de lo que se le 
imputa. Lo que advierto es que Soto (1968, p. 438) tampoco quiere rechazar 
de forma absoluta esta posible salida, tal vez por el respeto a la autoridad 
del Aquinate. Por esta razón, nuestro dominico admite que el juez superior 
presione con más fuerza a los testigos que han emitido un falso testimonio, 
e incluso, se plantee la posibilidad de indultar al condenado a muerte. Vol-
veré más adelante sobre esta última cuestión.

La segunda posible salida a esta intricada situación es que el juez renun-
cie a su cargo, y, por tanto, a su remuneración antes que condenar a muerte 
a alguien que sabe que es inocente. Para Soto esta solución tampoco es ideal, 
porque conlleva una exigencia excesiva que recae en la conciencia del juez. 
Nadie, prosigue, está obligado a evitar un daño que no ha sido causado 
por él, y, además, si el juez del caso renuncia, tendría que asumir el grave 
perjuicio de perder su trabajo. Por ello, se muestra partidario de considerar 
que (ibid. :438 y 439), cuando el juez actúa ajustándose a la probado en el 
juicio, aunque el resultado del mismo esté sustentado en pruebas falsas, “no 
mata intencionadamente a un inocente, sino que cumple el deber que su 
oficio le impone”.

4.3.  Algunas consideraciones más sobre la prueba testifical. 

La importancia otorgada por Soto a la prueba testifical exige que me 
detenga en los comentarios sobre este significativo medio procesal. Ni las 
pruebas documentales ni las periciales, entre otras, ocupan la atención que 
recibe la testifical.

o por la ocasión que se daría a que jueces corruptos liberasen a criminales convictos con 
el consiguiente riesgo de impunidad y daño del bien común”. 
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4.3.1..  La obligación de testificar

 Soto (1968, p. 465) entiende que todos tenemos la obligación jurídica 
de testificar cuando el juez legítimo nos cite. Se trata de una concreción del 
deber general de obedecer a los superiores cuando nos ordenan cosas justas, 
dice. Por otra parte, existe el deber moral de testificar voluntariamente en 
aquellos supuestos en los que, sin ser citados, nuestra declaración es impres-
cindible para evitar una injusticia contra el acusado, ya sea su muerte, su 
difamación o cualquier otro daño. En este caso, según Soto, la obligación 
procede del deber general de ser caritativos.

4.3.2.  Cantidad, idoneidad y causas de exclusión de los testigos

El requisito imprescindible para admitir cualquier testimonio en un 
proceso judicial es que este proceda, nos dice, de dos o tres “homini fide 
digni”, como establece el derecho divino, el natural y el humano. Pero, 
como veremos, la cantidad necesaria de testigos planteó muchas disputas 
doctrinales, además de no resolver otra cuestión importante: la de cómo 
definir un concepto jurídico indeterminado como el de hombre fiable o 
digno de confianza. 

En principio, señala Soto (1968, pp. 467-469), existe una idea general 
sobre el número de testigos conforme al cual la razón nos inclina a dar más 
validez al testimonio de muchos que al del emitido solo por el acusado. 
También reconoce que lo expuesto por la mayoría no siempre se identi-
fica con la verdad, porque puede haber un acuerdo de varios sujetos en 
testimoniar falsedades. Igualmente, considera que solo son admisibles los 
testimonios coincidentes de los testigos, y no lo son cuando cada testigo 
refiere hechos que difieren de los manifestados por otros, es decir, cuando 
el juez advierte serias contradicciones o faltas de precisión en la declaración 
testifical sobre hechos relevantes. Si no coinciden, aboga por rechazar sus 
declaraciones. La complejidad de la valoración de la prueba testifical es 
tal que Soto acude a la regla expuesta por Tomás de Aquino, según la cual, 
si los testigos de la acusación están en desacuerdo con los del acusado en 
igualdad de circunstancias, debe beneficiarse al encausado, aplicando el 
principio in dubio pro reo. Si los testimonios de la parte acusadora difie-
ren entre sí, y lo mismo sucede con los de la parte defensora, nuestro autor 
defiende que el juez dispone de suficientes medios para valorar las pruebas 
y averiguar la verdad, señalando, entre otros, el número de testigos o la 
dignidad de los mismos, criterio inadmisible para nosotros, pero habitual 
en el sistema judicial vigente entonces. 
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Y lo mismo podemos decir cuando Soto señala las causas de exclusión 
para ser testigo. Como los testimonios pueden verse afectados por muchas 
circunstancias que dañen su certeza, Soto, siguiendo al Aquinate (1990, p. 
569), alude a distintas razones que justifican la exclusión 26. Enumero las 
siguientes resumiendo lo dicho por Soto (1968, p. 469). La primera es el 
pecado en el que se hallan los infieles y los infames, además de los conde-
nados por algún delito. Igualmente, anula cualquier testimonio la falta de 
razón del testigo, causa por la que se debe excluir tanto a los niños, como a 
los dementes y, “en algunos casos a las mujeres”, aunque Soto no especifica 
cuándo. Esta última referencia supone un cierto avance en la aceptación 
de las mujeres como testigos si lo comparamos con lo expuesto por Tomás 
de Aquino, quien rechazaba completamente el testimonio de las mujeres. 
Califica (ibid.) también como causas que impiden el libre testimonio y son 
causa de exclusión tanto la amistad como la enemistad manifiesta, además 
de la pobreza de quienes por su situación pueden “venderse para aliviar el 
hambre” y la condición vil de los esclavos. 

4.4.  Posibilidades de condonación de la pena por el juez 

El estudio elaborado por Soto sobre la labor de los jueces termina alu-
diendo a otra situación controvertida: el posible perdón de la pena (1968, 
pp. 441-443). El juez no puede absolver al condenado de la pena impuesta, 
aunque quisiera, porque existen dos obstáculos que se lo impiden. El 
primero es el derecho que posee el acusador de recibir una compensación 
por el daño recibido, ante lo cual el juez debe reconocer la prevalencia de 
ese derecho. Esta idea es la que sirve para defender que ningún juez puede 
condonar la pena si el que recibió la injuria no perdona al condenado. El 
segundo de los obstáculos está relacionado con el anterior, porque quien 
actúa en contra del Derecho no solo vulnera los derechos del ofendido, sino 
que causa un daño a toda la sociedad alterando la convivencia pacífica. El 
juez, como autoridad pública que es, puede perdonar la pena impuesta por 
la ley si el ofendido acepta esa medida de gracia, pero lo que Soto destaca 
es que la posibilidad de perdonar la pena solo es competencia del “juez 
supremo…del princeps”. Él es la última instancia judicial. No obstante, 
prosigue, las autoridades no están obligadas a condonar la pena, aunque el 
ofendido desista o pida clemencia para el condenado. Al contrario, Soto 

26.	 Pueden verse, entre otros textos canónicos, en Decretales Gregorio IX, lib. II, tit. XX y ss., 
De testibus et attestationibus.
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considera que deben reflexionar sobre lo que es justo teniendo en cuenta las 
consecuencias de su decisión 27. Si se perdonara la pena de forma indebida o 
injustificable, se estaría perjudicando a la sociedad en su conjunto, ya que 
también hay que tener en cuenta, nos dice, que la pena tiene la función 
preventiva de infundir temor a través de la amenaza del castigo para que 
no se cometan delitos 28. 

Hubiera sido deseable que nuestro autor hubiera desarrollado este com-
plicado tema, profundizado más en todos los que hemos ido analizando en 
estas páginas, pero no fue así. La obra en la que se contienen sus ideas sobre 
estas materias, como ya dije, es su tratado De Iustitia et Iure, un texto muy 
conocido y divulgado que contiene una extensa reflexión teológica moral, 
por lo que resulta comprensible que los apartados que Soto dedicó a algunas 
problemáticas del ámbito procesal fueran más bien escasos.

5.	 Conclusión

Al finalizar la exposición de las principales reflexiones de Domingo 
de Soto sobre la actividad judicial de su época, considero que varios de sus 
comentarios deben ser valorados positivamente. Su oposición a la presun-
ción de culpabilidad del reo y a la utilización de la tortura judicial como 
medio de prueba para descubrir la verdad demuestran que, aunque fuera 
de forma bastante tímida, algunas de las garantías procesales de los mode-
los judiciales del Estado de Derecho ya estaban siendo reivindicadas. Algo 
parecido se podría decir cuando Soto se adentra en el problema de cómo 
y quién puede utilizar la equidad, entendida esta como uso de la discre-
cionalidad destinado a concretar lo establecido en las leyes conforme a las 
circunstancias del caso, o cuando consideró que la íntima o libre convicción 
del juez no puede servir para fundamentar sin más la decisión judicial, sino 
que es lo probado en el juicio lo que determina el fallo que define la verdad 
procesal, aunque esta no siempre coincida con la verdad de lo acontecido.

Evidentemente, tampoco podemos obviar sus silencios sobre los múlti-
ples y graves problemas que caracterizaban el orden procesal de su época o 
en torno a algunas de sus valoraciones que traslucen su sintonía con buena 
parte del ideario político y social del Estado absoluto. 

27.	 Tomás de Aquino (1990, p. 555) decía al respecto que “el príncipe, que tiene la plena 
potestad en el Estado, podrá lícitamente absolver al reo si el que ha sido injuriado quiere 
perdonar la injuria y si viese que no es nocivo al bien común”.

28.	 La oposición matizada de Soto hacia la aplicación del indulto fue destacada hace muchos 
años por De Hinojosa (1948, p. 136).
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En todo caso, el estudio de las aportaciones realizadas por Soto sobre 
las materias que he presentado sirve tanto para aportar nuevas ideas acerca 
de una temática que ha sido poco estudiada, como para valorar el trascen-
dental cambio que supuso, también en el ámbito procesal, la instauración 
y el desarrollo posterior del Estado de Derecho.
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